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RV: CONTESTACIÓN-PODER Y ANEXOS DE DEMANDA-MINDEFENSA

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 4/04/2022 3:36 PM
Para: Juzgado 63 Administrativo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin63bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: Manuel Yezid Cardenas Lebrato <Manuel.Cardenas@mindefensa.gov.co> 
Enviado: lunes, 4 de abril de 2022 3:34 p. m. 
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Juzgado 63 Administra�vo Seccion Tercera - Bogotá - Bogotá D.C. <jadmin63bt@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: CONTESTACIÓN-PODER Y ANEXOS DE DEMANDA-MINDEFENSA
 
Doctor
LUCELLY ROCÍO MUNAR CASTELLANOS
 JUZGADO SESENTA Y TRES (63) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ
E.S.D
 
RADICACIÓN: 11001-33-43-063-2021-00375-00
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA
DEMANDANTE: JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA Y OTROS
DEMANDADO: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL
 
 
 
MANUEL YEZID CARDENAS LEBRATO,  identificado con cédula de ciudadanía No.
1.033.715.198, abogado en ejercicio y portadora de la T. P. No. 296.409 del C.S.J., en mi
condición de apoderado de la NACIÓN– MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL,
por medio del presente escrito y estando en termino para ello, muy respetuosamente me
permito dar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA -PODER-ANEXOS.

Cordialmente,
 
MANUEL YEZID CARDENAS LEBRATO
CC 1033715198 DE LA CIUDAD DE BOGOTÁ
T.P. 296409 C.S DE LA JUDICATURA
CEL: 311-820-6097
MANUEL.CARDENAS@MINDEFENSA.GOV.CO
MANUCARLYELE@GMAIL.COM
CONTRATISTA DIDEF- ASIGNADO EN LA OFICINA DE ASUNTOS LEGALES DEL MINISTERIO
Prejudiciales-JUDICIAL 
Grupo Contencioso Constitucional
Dirección de Asuntos Legales
Ministerio de Defensa Nacional
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ADVERTENCIA: La persona que recibió este correo electrónico ha recibido una información con grado de clasificación que conlleva a una
RESERVA LEGAL y con restricción de difusión. Sobre la cual en cumplimiento a lo establecido en los artículos 33 y  38 de la ley estatutaria 1621 de
2013 y otras normas concordantes, se compromete bajo la gravedad de juramento,  de manera consciente, voluntaria, fiel y cabal, a garantizar y
mantener la reserva legal sobre todo aquello que se me ha dado a conocer, es decir a no divulgar, entregar, filtrar, comercializar, facilitar, emplear
ilegalmente o permitir a personas o entidades no autorizadas constitucional, legal o reglamentariamente el conocimiento o acceso a dicha
información; so pena de ser destinatario de las sanciones de tipo penal, disciplinarias  o fiscal preestablecidas en los códigos vigentes para la violación
de la reserva legal. En todo caso, deberá garantizar la compartimentación atendiendo la reserva legal de las mismas.



Doctor 
LUCELLY ROCÍO MUNAR CASTELLANOS 
 JUZGADO SESENTA Y TRES (63) ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ  
E.S.D 
 
RADICACIÓN: 11001-33-43-063-2021-00375-00  
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA  
DEMANDANTE: JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA Y OTROS  
DEMANDADO: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL 
 
 
 
MANUEL YEZID CARDENAS LEBRATO,  identificado con cédula de ciudadanía No. 
1.033.715.198, abogado en ejercicio y portadora de la T. P. No. 296.409 del C.S.J., en 
mi condición de apoderado de la NACIÓN– MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 
NACIONAL, por medio del presente escrito y estando en termino para ello, muy 
respetuosamente me permito dar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA así: 
 

CONFORMACION DEL GRUPO DEMANDANTE 
 
Por las lesiones sufridas por el señor caucionante demanda: 
 

1. JHAN ANDRÉS CHALARES VALENCIA (LESIONADO). 
2. INGRITH SUGEY CHALARES VALENCIA (MADRE DEL LESIONADO). 
3. KELLY VANESSA ADVÍNCULA CHALARES (HERMANA DEL 

LESIONADO). 
 

A LAS PRETENSIONES 
 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones consignadas en el escrito de la 
demanda por no advertirse responsabilidad patrimonial alguna por un daño que no 
puede ser imputable bajo ninguna circunstancia a la NACIÓN – MINISTERIO DE 
DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL en los términos del artículo 90 de la Constitución 
Política, ante la existencia de un eximente de responsabilidad. 
 
Me opongo a la declaratoria de responsabilidad administrativa y extra contractual de la 
NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO NACIONAL por las  lesiones que 
dice haber sufrido el actor a lo largo de la prestación de su Servicio Militar, puesto que 
como se demostrará en el curso del proceso, ha imperado la EXISTENCIA DE 
CAUSAL DE AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD, que en nada toca la esfera de 
responsabilidad de la Administración si se tiene en cuenta que ninguna actuación suya, 
positiva o negativa, por acción u omisión ha generado un daño. 
 
Me opongo en todo y en parte al pago de suma alguna por concepto de perjuicios a 
favor del demandante, así: 
 
 

PERJUICIOS MORALES 
 

Al respecto debe tenerse en cuenta que estos sólo procederán en los casos que se 
haya avisado una aflicción, acongoja, sufrimiento e intenso dolor a raíz del daño 
causado. Lo único que ha quedado claro al momento de la contestación de la demanda, 
y como se podrá demostrar a lo largo del proceso es que no ha existido un perjuicio de 
tipo Moral. 
 
Es de señalar que curiosamente cuando se presentan acciones de reparación directa 
contra el Estado dando lugar al producto de una indemnización estatal, la víctima 



 
 

siempre mantenía una estrecha relación con su núcleo familiar, la familia era muy unida, 
las relaciones de amor y de afecto han sido una característica, se llaman casi todos los 
días, nunca falta la visita del familiar; con el advenimiento de casos particulares, se ha 
desatado una oleada de demandas vía acción de reparación directa, buscando el 
resarcimiento de perjuicios que a la postre y basados en el material probatorio, no son 
ajustados a la realidad, lo que se traduce en erogaciones al patrimonio de la Institución 
y en ultimas de la Nación. 
 
No obstante lo anterior, en caso de que el fallador no tome los argumentos que se 
manifestarán a través del presente escrito, es necesario tomar en cuenta lo señalado 
por el Consejo de Estado- sección tercera, en acta del 28 de agosto de 2014, mediante 
la cual se recopila la línea jurisprudencial y se unifica criterios para la reparación del 
daño inmaterial, se tiene que la reparación del daño moral en caso de lesiones tiene su 
fundamento en el dolor o padecimiento que se causa a la víctima directa, familiares y 
demás personas allegadas. 
 
 

PERJUICIO MATERIALES 
 

Me opongo al reconocimiento de suma alguna por concepto de PERJUICIO MATERIAL 
en su modalidad de lucro cesante, teniendo en cuenta las siguientes consideraciones: 
 

Para el lucro cesante solicitado, debe tenerse en cuenta que “… el lucro cesante 
aparece cuando un bien económico que debía ingresar en el curso normal de los 
acontecimientos, no ingresó ni ingresará en el patrimonio de la víctima”. 

 
En el sub examine no podría reconocerse tal solicitud por cuanto en primer lugar se 
está reclamando una AFECCIÓN que según documentos adjuntos YA FUE TRATADA 
y de ninguna forma impide desarrollar al señor JHAN ANDRÉS CHALARES 
VALENCIA sus actividades en forma normal en el ámbito laboral. Por tanto, si existe 
una falta de ingresos en el patrimonio del hoy demandante, esta circunstancia atiende 
al grado de escolaridad que ha tenido el ex soldado y las actividades en que sabe 
desempeñarse. Así se demuestra entonces que el Ejército Nacional no tiene nexo 
alguno con esta circunstancia y en tanto debe desestimarse tal pretensión.    
 
Aunado a lo anterior, se aduce un porcentaje que aún no ha sido calificado por la entidad 
y que no se comprende de dónde se establece, teniendo en cuenta que el apoderado 
no demuestra en ninguna parte su calidad de médico. No existe en el expediente el 
material probatorio suficiente que demuestre por un lado la pérdida de la capacidad y 
los exámenes realizados que determinen un porcentaje de disminución de capacidad 
tal. 
 
Por otro lado, debe entrar a probar la parte demandante que el JHAN ANDRÉS 
CHALARES VALENCIA que para la época en la cual se presenta el daño, realizaba 
una actividad productiva que le reportara un ingreso que cesó.  
 
Queda claro que no se ha probado que antes de ingresar al Ejército Nacional el señor 
JHAN ANDRÉS CHALARES VALENCIA haya desempeñado labores que le permitían 
su propia manutención y lo llevaban a tener una buena calidad de vida. 

Finalmente, y razón del argumento expuesto por el apoderado, es claro que las sumas 
solicitadas no tienen ningún sustento ni probatorio y menos aún sustento jurídico o 
jurisprudencial.  No obstante y en caso de no considerar los argumentos expuesto 
solicito que la indemnización que se debiera reconocer por parte del Juez de primera 
instancia, tiene que ser cuantificada desde la fecha en la cual el actor se retiró de la 
entidad a causa de su lesión, hasta su vida probable –con base, claro está, en su 



 
 

incapacidad física– y no a partir de la ocurrencia de los hechos. Lo anterior cobra mayor 
fundamento si se tiene en cuenta que por tratarse de un soldado regular, la víctima no 
percibía remuneración alguna, dado que el vínculo para con el Estado surgió del 
cumplimiento del deber constitucional de defensa de la independencia, de la soberanía 
nacional y de las instituciones públicas y, por lo mismo, tal relación no revistió de 
carácter laboral alguno. 
 
 

DAÑO A LA SALUD 
 
Nos oponemos a la prosperidad de esta pretensión, pues la jurisprudencia del H. 
Consejo de Estado ha sido clara en indicar que procederá la indemnización por este 
concepto  dependiendo de la intensidad del daño y la naturaleza del bien o derecho 
afectado y dependerá de la estimación que haga el fallador con base en la declaratoria 
de responsabilidad a la entidad del Estado debidamente motivada. 
 
De conformidad con lo anterior, se tiene entonces que no es posible acceder al perjuicio 
daño a la salud, por no encontrarse debidamente acreditada su existencia, 
cuantificación, materialización y secuelas que hubieran podido dejar en el señor JHAN 
ANDRÉS CHALARES VALENCIA. 
 
A LAS DEMÁS PRETENSIONES: Comoquiera que no es posible establecer la 
totalidad de los requisitos legales que conlleven a determinar la responsabilidad del 
Estado, no es posible condenarlo a indemnizar perjuicios, y mucho menos a otorgar 
pagos a los que como se ha venido sosteniendo no hay lugar. 
 

A LOS HECHOS  
 
 
Del hecho No. 1 :  A la entidad no le consta debe probarse en el proceso, por parte del 
accionante la calidad y la relación con cada uno de sus familiares. 
 
Del hecho No. 2: A la entidad no le consta debe probarse en el proceso con los 
exámenes de ingreso. 
 
Del hecho No. 3: A la entidad No le consta debe probarse con al OAP del señor JHAN 
ANDRES CHARLES VALENCIA. 
 
Del hecho No. 4: a la entidad no le consta debe probarse con el historial clínico 
del accionante. 
 
Del hecho No.5: Parcialmente es cierto, debe probarse que el documento suscrito se 
presenta de conformidad a la situación fáctica. 
 
Del hecho No.6: A la entidad no le consta, debe probarse que la parte no mejoro con 
los historiales clínicos y demás conceptos pertinentes. 
 
Del hecho No. 7: A la entidad no le conta deben probarse en el proceso que el señor 
no puede realizar su vida cotidiana por las aflicciones psicológicas y medicas 
 
 
Del hecho No.8, 9, 10 y 11: La entidad no se pronunciará, teniendo en cuenta que la 
parte actora trae es un sustento normativo y que este no es el acápite que se debe 
discutir, respecto de la audiencia de conciliación no es un hecho es un requisito de 
procedibilidad y los demás son apreciaciones que se deben discutir en la litis y no en 



 
 

los hechos. 
 
 
 
 
 
 
 
 

EXCEPCIÓN DE INEXISTENCIA DE UN PERJUICIO QUE SEA IMPUTABLE 
AL ESTADO 

 
EN CUANTO A LA IMPUTABILIDAD 

 

De acuerdo al ordenamiento jurídico vigente, y con el fin de que se declare la 
responsabilidad de la administración pública, se hace imperioso verificar la 
configuración de los dos elementos o presupuestos de la misma, según la 
disposición constitucional que consagra la institución jurídica, esto es, el artículo 90 
superior. 
 
En consecuencia, es necesario que esté demostrado el daño antijurídico, así como 
su imputación fáctica y jurídica a la administración pública.  
 
Por lo anterior, además de constatarse, en un primer momento, la antijuridicidad del 
daño, el operador jurídico debe elaborar un “juicio de imputabilidad” que le permita 
encontrar un título jurídico diferente de la simple causalidad material que justifique 
la decisión a tomar, es por ello que dentro del nuevo modelo en que se desarrolla la 
responsabilidad patrimonial del Estado, se parte de un concepto objetivo de acción 
y, por ende, la atribución fáctica de la misma ostenta igual naturaleza (imputación 
objetiva). 
 
Dado lo anterior, en el caso específico que nos incumbe es preciso anotar que si 
bien es cierto, al señor JHAN ANDRES CHALARES VALENCIA al parecer le le han 
diagnosticado la relación de la caída desde su propia altura , sobre esta se presentó 
la atención médica y el tratamiento correspondiente y se devolvió en las mismas 
condiciones a su hogar, sin impedimento alguno para continuar el desempeño de 
las actividades cotidianas, pues no tuvo ningún otro incidente en la entidad, de lo 
contrario se hubiera manifestado puntualmente en la demanda y se probaría 
correctamente a través de un informe administrativo por lesiones, o en su defecto 
con los exámenes de egreso.  
 
Adicionalmente, y en torno a la inexistencia de un perjuicio que le sea imputable a 
la entidad, como se ha venido mencionando, existe en el margen del derecho un 
numero de conductas que traen consigo la existencia de un riesgo permitido y que 
siempre y cuando no invada la órbita funcional de la persona, le genere daños 
insoportables o antijurídicos como aparentemente lo quiere hacer creer la parte 
actora, no tiene por qué generarse una imputación, pues de ninguna forma el estado 
de salud con el que se licenció el demandante, le impide conseguir trabajo o 
desempeñarse en diferentes campos, pues recibió toda la atención médica que se 
hizo necesaria y la leishmaniosis fue un hecho superado; si ello (ubicarse 
laboralmente)no le ha sido posible, tendrá que observarse otro tipo de factores que 
nada tienen que ver con su permanencia en el Ejército Nacional.  

 
 



 
 

EN CUANTO A LA CONFIGURACIÓN DE UN RIESGO PERMITIDO 
 

Es oportuno considerar que a pesar de evidenciarse la ocurrencia de leishmaniasis en 
algún momento sobre el señor JHAN ANDRÉS CHALARES VALENCIA. ésta se 
identifica dentro de un riesgo permitido, el cual como anteriormente fue mencionado es 
un presupuesto normativo de la imputación objetiva, y que tiene su fundamento en que 
no toda conducta que lesione o ponga en peligro los bienes jurídicos, se hace 
reprochable, puesto que se requiere de que ese peligro deba estar desaprobado 
por el ordenamiento jurídico; es por ello que uno de los factores relevantes que 
legitiman el riesgo, es la necesidad de empresas peligrosas, ya que hay actividades en 
el ámbito social que son indispensables para garantizar las condiciones mínimas de 
supervivencia de una sociedad, que sin ellas sería imposible la existencia de una 
comunidad organizada. 
 
Es por ello que la prestación del servicio militar obligatorio, constituye para esta 
defensa, una necesidad de nuestra sociedad más allá de una obligación impuesta 
por el estado, la cual ha sido regulada en la norma constitucional, articulo 216 y que 
de ella se desprende que las Fuerzas Militares en su totalidad (oficiales- 
suboficiales- soldados profesionales- soldados regulares), deben contribuir con la 
obligación constitucional; teniendo como fin principal la protección de todos los 
habitantes del territorio nacional, así las cosas, el riesgo que asume el personal 
militar, no está en el mismo nivel; sin embargo, el conflicto interno que se afronta es 
el mismo para todos (oficiales- suboficiales- soldados profesionales- soldados 
regulares).  
 
Así mismo, se tiene que el 80% de las zonas donde hace presencia el Ejército 
Nacional, son zonas del área rural del país, donde abundan todo tipo de 
enfermedades endémicas y tropicales, generándose una presunción de contagio, 
para todo el personal militar, en cualquier grado (oficial, suboficial, soldados 
profesionales y regulares); empero dicha carga debe ceder ante la obligación 
constitucional impuesta a las Fuerzas Militares de hacer presencia y garantizar la 
soberanía y seguridad de todo el territorio nacional; motivo por el cual el riesgo es 
inherente al rol de cualquier militar, ya sea oficial, suboficial, soldado profesional o 
soldado regular, lo anterior en razón del fin superior impuesto en la Carta Política de 
1991. 
 
Es por ello que la leishmaniosis que presentó el señor JHAN ANDRÉS CHALARES 
VALENCIA. se configura en un riesgo permitido, pues en cualquier circunstancias 
(dentro o fuera del Ejercito) podría ser atacado por  esta afección, más aún cuando 
basados en estudios científicos esta enfermedad se presenta en diversas zonas del 
país. 
 
Aunado a lo anterior, se tiene que se predica que el Ministerio de Defensa- Ejército 
Nacional, asumió todos los gastos de atención médica que fueron suministrados al 
señor SLR ANTONIO JOSE IBAGUE HAMON, en razón del el principio de 
solidaridad. 
 
 
 

INEXISTENCIA DE ACERVO PROBATORIO FRENTE A LA CAUSA – A 

LA FECHA SIN JUNTA MEDICA 

 
Por lo anteriormente expuesto y por no existir el sustento probatorio suficiente a 
pesar de que se trata de una carga de que desde siempre ha caracterizado el 
derecho probatorio, deberá también desestimarse cualquier posibilidad para 



 
 

acceder a las pretensiones del demandante.  
 
Al respecto debe observarse que el derecho a presentar pruebas y a controvertirlas 
se traduce, en un derecho a la prueba, mejor aún, en un derecho a probar los hechos 
que determinan la consecuencia jurídica a cuyo reconocimiento, en el caso litigado, 
aspira cada una de las partes.  
 
El Código General del proceso en su artículo 167 Reza: “Carga de la prueba. 
Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 
efecto jurídico que ellas persiguen. 

 
No obstante, según las particularidades del caso, el Juez podrá, de oficio o a 
petición de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, durante su práctica 
o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo probar 
determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más favorable 
para aportar las evidencias o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se 
considerará en mejor posición para probar en virtud de su cercanía con el 
material probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, por 
circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido directamente en los 
hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de incapacidad 
en la cual se encuentre la contraparte, entre otras circunstancias similares. (…)” 

 
Se trata entonces, de una aquilatada garantía de acceso real y efectivo a los 
diferentes medios probatorios, que le permita a las partes acreditar los hechos 
alegados y, desde luego, generarle convencimiento al juez en torno a la pretensión 
o a la excepción. Al fin y al cabo, de antiguo se sabe que el juez debe sentenciar 
conforme a lo alegado y probado (iuxta allegata et probata iudex iudicare debet), 
razón por la cual, quienes concurren a su estrado deben gozar de la sacrosanta 
prerrogativa a probar los supuestos de hecho del derecho que reclaman, la que 
debe materializarse en términos reales y no simplemente formales, lo cual implica, 
en primer lugar y de manera plena, hacer efectiva las oportunidades para pedir y 
aportar Pruebas.  
 
Por lo anterior se entiende la ausencia de pruebas que permitan endilgar la 
responsabilidad a la entidad demandada y a todas luces la indebida cuantía en 
pretensiones sin ningún tipo de asidero jurídico o factico. 
 

FALTA DE LEGITIMIDAD EN LA CAUSA POR ACTIVA  
 

La legitimación en la causa constituye un presupuesto procesal para obtener 
decisión de fondo. En otros términos, la ausencia de este requisito enerva la 
posibilidad de que el juez se pronuncie frente a las súplicas del libelo petitorio. (…) 
la legitimación en la causa corresponde a uno de los presupuestos necesarios para 
obtener sentencia favorable a las pretensiones contenidas en la demanda y, por lo 
tanto, desde el extremo activo significa ser la persona titular del interés jurídico que 
se debate en el proceso, mientras que, desde la perspectiva pasiva de la relación 
jurídico – procesal, supone ser el sujeto llamado a responder a partir de la relación 
jurídica sustancial, por el derecho o interés que es objeto de controversia. (…) la 
legitimación material en la causa alude a la participación real de las personas en el 
hecho o acto jurídico que origina la presentación de la demanda, 
independientemente de que éstas no hayan demandado o que hayan sido 
demandadas (…) la legitimación en la causa no se identifica con la titularidad del 
derecho sustancial sino con ser la persona que por activa o por pasiva es la llamada 
a discutir la misma en el proceso. 
 



 
 

Para el caso en concreto, se evidencia una  falta de legitimidad en la cusa por activa 
de las señoras INGRITH SUGEY CHALARES VALENCIA (madre del lesionado) Y 
KELLY VANESSA ADVÍNCULA CHALARES (hermana del lesionado). Teniendo en 
cuenta que la parte actora no demostró la calidad de las partes como familiares de 
la victima directa el señor JHAN ANDRÉS CHALARES VALENCIA  y cuyo 
documentos deben ser para demostrar la filiación de madre y hermana son los 
Registros civiles de Nacimientos de ambas partes , documento idóneo para conocer 
su relación con la familia y la sociedad. 
 
Lo anterior, conforme a la documentación allegada al suscrito para contestar la 
demanda. 
 

CADUCIDAD GENÉRICA 
 

De manera respetuosa solicito a su señoría que encaso representarse o 
evidenciarse con la práctica de elementos materiales probatorios la caducidad, se 
está declarada de oficio conforme a la situación fáctica y jurídica que deriven del 
proceso judicial. 
 

PETICIÓN. 
 
Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito al señor Juez, declarar 
probados los fundamentos jurídicos de la defensa, y como consecuencia de ello, negar 
las pretensiones de la demanda. 
 
 

PRUEBAS  
 

Documentales 
 

1. Hoja de vida del señor JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA. 
2. Historial clínico del señor JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA. 
3. Orden incorporación del señor JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA. 
4. Historial clínico de incorporación del señor JHAN ANDRES CHARALES 

VALENCIA 
5. Informativo administrativo por lesión 01 de 2020 

  
Testimoniales  
 

1.  Interrogatorio de parte al señor JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA 
 
 
Oficio  
 

1. Solicito de manera respetuosa ordenar a la DISAN, para ordenar a la etidad 
encargada realizar la JUNTA MEDICO LABORAL. 

2. De manera respetuosa su señoría en el entendido que si bien la documentación 
reposa en la entidad, esta se encuentra dispersa en las diferentes entidades 
que tenga relación al evento, es por ello que las anteriores pruebas se solicitaron 
al personal competente, no obstante si la documentación no se allega en el 
transcurso del proceso solicito su colaboración para que estas se incorporen 
mediante oficio, las siguientes: 

 

• Hoja de vida del señor JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA. 

• Historial clínico del señor JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA. 



 
 

• Orden incorporación del señor JHAN ANDRES CHARALES VALENCIA. 

• Historial clínico de incorporación del señor JHAN ANDRES CHARALES 
VALENCIA 

• Informativo administrativo por lesión 01 de 2020 
 

 
 

ANEXOS 
 

1. 1.poder 
2. Tarjeta profesional  
3. Cedula 
4. Anexos del ministerio de defensa nacional. 

 
COSTAS 

 
Se acoge lo prescrito en el artículo 188 del C.P.A.C.A, el Despacho se abstendrá de 
condenar en costas a las partes, en tanto no se ha comprobado un uso indebido o 
arbitrario de los instrumentos procesales por parte de estas1.  
 

NOTIFICACIONES 
 
En la Dirección de Asuntos Contenciosos del Ejército, Sede Bogotá ubicada en la 
Carrera 10 no. 26 – 71 Residencias Tequendama torre sur piso 7º Grupo 
Contencioso Constitucional y al suscrito que ejerce la defensa jurídica y de 
conformidad al decreto 806 de 2020, recibiré notificaciones al correo 
manucarlyele@gmail.com y al correo institucional 
manuel.cardenas@mindefensa.gov.co 
 
 

CORDIALMENTE,  
 
 
 
 

 

_____________________________ 
MANUEL YEZID CARDENAS LEBRATO 
CC 1.033.715.198 de Bogotá  
T.P 296.409 del C.S. de la Judicatura 
Correos: manucarlyele@gmail.com 
Manuel.cardenas@mindefensa.gov.co  

 
1 Sentencia del 25 de mayo de 2006. Subsección B, Jesús María Lemus. Rad. 2001-04955-01(2427-2004) “(..) 

sólo cuando el Juez, después de valorar la conducta de las partes, compruebe que hubo uso abusivo de los 
medios procesales es del caso condenar en costas lo que, contario sensu, significa que si la conducta 
procesal fue correcta no es posible acceder a la condena en costas”  
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